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Estimado señor:

Asunto:
Respuesta al oficio Nº AI-117-2003 del 2 de abril de 2003 respecto a la procedencia de sufragar gastos de alimentación a los miembros de Junta Directiva de ese Consejo y de la Dirección General de Aviación Civil.

Se da respuesta al oficio Nº AI-117-2003 del 2 de abril de 2003, en el que se solicita que esta Contraloría General le indique si el oficio Nº 1144 (FOE-AM-048) del 10 de febrero de 2003, dirigido al señor Mario Molina Bonilla, Auditor Interno del Ministerio de Agricultura y Ganadería, es aplicable a la Dirección General de Aviación Civil y al Consejo Técnico de Aviación Civil y, en consecuencia, si sus miembros pueden incurrir o no en gastos de alimentación cuando participan en sus sesiones.

A. Sobre el oficio Nº 1144 (FOE-AM-048) del 10 de febrero de 2003.

Esta Contraloría General, específicamente el Área de Fiscalización de Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente, mediante el oficio señalado en el título, con motivo de una consulta sobre la procedencia de que se cubran gastos por concepto de alimentación con fondos públicos a miembros del “Proyecto de Desarrollo Agrícola de la Península de Nicoya”  (PRODAPEN), antes, durante o después de las sesiones que la Junta Ejecutiva Local (JEL), consideró, luego de mencionar lo indicado por este mismo órgano contralor mediante oficio 13006 del 21 de diciembre de 1982, que "En el caso en estudio, la disposición que permitiría destinar recursos para alimentación de miembros del PRODAPEN,  incluida la JEL, debe buscarse en los propios contratos de préstamo, aprobados mediante la Ley 7659.  Así las cosas, después de haber dado lectura a los contratos dichos,  nos encontramos ante un panorama  en donde no existe una norma que habilite a la administración del PRODAPEN  a destinar  fondos públicos al pago de gastos de alimentación de los miembros de ese mismo Proyecto, antes, durante o después de las sesiones de la JEL, en las instalaciones del Proyecto, en el lugar oficial para sesionar".
Se consideró asimismo que estaba vigente el oficio 13006 del 21 de diciembre de 1982, en el que esta Contraloría General consideró lo siguiente:

“...El otro aspecto que amerita cuestionarse  es si por el cumplimiento de los deberes exclusivos que compete o que son inherentes al cargo de regidor, puede la municipalidad hacer algún desembolso, distinto del que corresponde al pago de las dietas que la ley garantiza a los regidores, para atender gastos de alimentación en beneficio de éstos. Para nosotros es totalmente injustificable que, la Administración se vea afectada en su patrimonio, para atender erogaciones de esa naturaleza, cuando precisamente el regidor al concurrir a la sesión, por larga que sea, está cumpliendo con el deber  fundamental  que deviene del cargo público.”
Dicho lo anterior se procede a dar respuesta a la consulta formulada en los siguientes términos:

B. Sobre el principio de legalidad.

El principio de legalidad está reconocido en el artículo 11 de la Constitución Política y mismo numeral de la Ley General de la Administración Pública.  Implica el necesario sometimiento de las actuaciones administrativas a la ley y al Derecho o, en otras palabras, a todo el "bloque de legalidad", comprensivo de toda la normativa de origen parlamentario o administrativo, es decir, no reducida a las normas con rango de ley formal.

El principio de legalidad surgió históricamente como un contrapeso en contra de la actividad administrativa, con el fin de asegurar la primacía del Parlamento sobre el Poder Ejecutivo, de forma tal que, bajo esta concepción, el Rey no se encontraba en la posibilidad de ejecutar actos administrativos si éstos no estaban previamente autorizados en una ley formal.

Esta concepción primigenia se retoma principalmente para aquellos casos que impliquen una limitación de la libertad o la propiedad, pero en otros aspectos, la doctrina ha encontrado algunas ponderaciones.  Así se ha sostenido que "En cuanto a si toda actividad administrativa debe estar vinculada o autorizada por una ley, la respuesta no puede ser unívoca, pues no es razonable exigir que toda esa actividad sea objeto de previsión legal, es decir, de vinculación positiva."

Estos matices encuentran sustento en el alto grado de complejidad de las funciones administrativas que debe asumir el Estado y en la imposibilidad de que el legislador pueda determinar en forma previa todas y cada una de las posibles actuaciones que éste deberá realizar para el cumplimiento de los fines que está llamado a satisfacer.

Ahora bien, estos fines, como parte del bloque de legalidad, constituyen un elemento limitador de las actuaciones administrativas, de forma tal que puede afirmarse que toda actuación administrativa que no se encuentre dirigida al cumplimiento de dichos objetivos resulta ilegítima.  En otras palabras, es permisible una flexibilización del principio de legalidad, siempre y cuando las actuaciones administrativas se encuentren dirigidas al cumplimiento de dichos fines.

Siendo así lo anterior, lo que procede es analizar si los gastos por concepto de alimentación a miembros de Juntas Directivas, pueden ser considerados acordes con el bloque de legalidad, según la posición sostenida anteriormente. 

C. Sobre la posibilidad jurídica de incurrir en gastos de alimentación para los miembros de Juntas Directivas durante sus sesiones.

En primer término, debe considerarse que el oficio de esta Contraloría General Nº 1144 (FOE-AM-048) del 10 de febrero de 2003, tuvo su origen en la determinación de que en ese supuesto en particular se estaba incurriendo en gastos elevados por concepto de alimentación, lo cual resulta de importancia para lo que en adelante se indicará.

En materia de gastos de alimentación, efectivamente, no existe una norma legal que expresamente lo autorice.  Ahora bien, siguiendo la tesis expuesta anteriormente, cabe cuestionarse si a pesar de ello existe la posibilidad de aprobar este tipo de gastos.

Sobre el particular, considera esta Contraloría General que, aún admitiendo la posibilidad de flexibilizar el principio de legalidad, en el caso particular de gastos de alimentación a miembros de Juntas Directivas, éste es un egreso que no se encuentra dirigido a la consecución de fines administrativos, ya que, al igual que cualquier otro funcionario de la Administración, sus miembros se encuentran en la obligación de sufragar este tipo de gastos.  Lo contrario implicaría una distinción odiosa de funcionarios en razón del rango jerárquico, y el reconocimiento de una erogación que constituiría un privilegio que no guarda relación alguna con los fines institucionales.

Ahora bien, admitiendo que pueden existir situaciones excepcionales en las cuales una Junta Directiva requiere reunirse en horas que implican algún grado de desgaste del funcionario, y donde se va a necesitar su presencia durante un lapso relativamente prolongado, en estos supuestos cabe sostener la posibilidad de incurrir en cierto tipo de gastos de alimentación mínimos, con apego a principios de razonabilidad y austeridad. No obstante, debe tomarse en cuenta que no se trata en este supuesto de financiar al funcionario sus gastos de alimentación propiamente dichos, sino únicamente de que en casos muy especiales, se habilite, bajo la entera  responsabilidad de la Administración, la posibilidad de incurrir en gastos menores y estrictamente necesarios para la continuación de las sesiones de Junta Directiva.

Asimismo resulta necesario que, con el fin de servir como instrumento de control interno, esa Administración disponga la emisión de regulación interna sobre este tipo de gastos.

Atentamente

Ing. Álvaro M. Vargas Solís

                           Gerente de Área

RERM/bcr
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